	TEMA: 
- Análisis sobre el valor probatorio de la denuncia.
- Reflexiones biológico del acto de erección masculino y del estado de shock (conocido también en psicología forense como estado de choque emocional o estado
de reacción a stress agudo) en relación con fundamentación del fallo.
- Necesidad de análisis profundo del dolo y  consentimiento en un delito de violación.


	Despacho
	Tribunal de Apelación de Sentencia Penal del  Tercer Circuito Judicial de Alajuela, Sección Primera. 
	“(…) En efecto, cabe recordar que, de conformidad con el principio de libertad probatoria, previsto en el artículo 182 del Código Procesal Penal, los hechos y circunstancias relevantes para la solución del caso pueden demostrarse a través de cualquier medio de prueba permitido, salvo prohibición expresa de ley. Ahora, desde un punto de vista sistemático, esta norma debe interpretarse y aplicarse en conjunto con los artículos que establecen las reglas para la fundamentación del fallo y valoración de las pruebas (cf. numerales 142, 143, 361, 363 el Código Procesal Penal). Justamente el artículo 184 de este mismo cuerpo
normativo establece que el Tribunal asignará el valor correspondiente a cada uno delos elementos de prueba, con aplicación estricta de las reglas de la sana crítica,
debiendo justificar y fundamentar, adecuadamente, las razones por las cuales les
otorga determinado valor, con base en la apreciación conjunta y armónica de toda la prueba esencial. Naturalmente, esta apreciación integral del material probatorio
incluye la valoración de los testimonios recibidos a viva voz en juicio, vinculados a la
prueba documental que pueda ser incorporada por lectura, como es el caso de la
denuncia y los informes policiales. A propósito del valor probatorio de la denuncia,
esta misma Sección del Tribunal de Apelación, con integración parcialmente distinta, mediante el voto No. 2017-411 de las 15:00 horas del 8 de junio de 2017, ya se había pronunciado respecto las circunstancias bajo las cuales ésta puede ser
válidamente analizada junto –o en contraste- con la declaración rendida por la misma persona en juicio, señalando en aquella oportunidad lo siguiente: “Varias acotaciones deben hacerse a propósito de los argumentos con que el fiscal Barrantes González fundamenta su reclamo. De acuerdo a lo que establece expresamente el inciso b) del artículo 334 del Código Procesal Penal, la denuncia constituye uno de los elementos de prueba que pueden ser incorporados por lectura durante el juicio. Si bien es cierto que las manifestaciones que ahí se consignan no pueden equipararse a un “testimonio”, pues éste sólo se produce durante el contradictorio, ello no significa que la denuncia carezca por completo de valor probatorio. La misma Sala de Casación -cuyos precedentes se citan en el recurso- ha señalado que la denuncia, como parte del elenco probatorio, es una prueba que puede ser analizada por el tribunal de juicio en todo su contenido y se le dará el valor probatorio que el órgano sentenciador considere pertinente, el cual naturalmente debe fundamentar, encontrándose autorizados los juzgadores para exponer el contenido relevante de dicha pieza, que deben confrontar con la restante prueba introducida al debate, sea mediante el trámite ordinario de la oralidad, o a través del procedimiento de incorporarla
mediante lectura. En ese sentido, la Sala de Casación ha indicado que la denuncia
se incorpora no sólo como “notitia criminis”, es decir, como acto idóneo para
promover la actividad de los entes encargados de la persecución delictiva, sino que
su contenido debe someterse a un proceso de valoración crítica de parte del Tribunal (cf. votos No. 00812-2001 de las 9:25 horas del 24 de agosto de 2001, No. 587-2.002, de 10:20 horas del 21 de junio de 2.002 y No. 2011-1465 de las 14:09 del
12 de diciembre de 2011). Argumentos como estos han sido utilizados por la misma
Sala de Casación para confirmar sentencias condenatorias que se apoyaron de
manera especial en la denuncia –por supuesto que aunada a otros elementos de
prueba- en casos donde la víctima no compareció al debate o se determinó que
cambió su versión por motivo de haber sido manipulaba, sometida a presiones o
recibido amenazas. Lo anterior confirma que este documento sí posee un valor probatorio que debe ser ponderado en cada caso concreto. Precisamente los numerales 142, 143, 182 y 184 del Código Procesal Penal disponen que la fundamentación de la sentencia debe ser completa y el tribunal no sólo debe
describir –aunque sea someramente- el contenido del material probatorio, sino que además los jueces están en la obligación de efectuar un examen conjunto y
armónico de los testimonios, documentos y pericias que se hubieren incorporado. Es
decir, contrario a lo que afirma el apelante, tanto el principio de libertad probatoria
como las mismas reglas de la sana crítica racional, permiten al órgano sentenciador
contrastar las declaraciones que rinden los testigos en juicio con la información
contenida en la prueba documental y pericial (teniendo presente, eso sí, las
limitaciones de estas últimas), sin que esto constituya en modo alguno un
quebrantamiento a los principios de oralidad e inmediación. En ese tanto, aun
cuando desde la óptica de los citados principios la denuncia u otras manifestaciones que se hayan rendido en la fase de investigación, no pueden ser equiparables a la declaración que la misma persona rinde directamente ante el tribunal, constituye un ejercicio perfectamente válido de análisis intelectivo que los juzgadores, como uno de los parámetros para valorar la credibilidad del deponente, examinen estas pruebas documentales conjuntamente con su testimonio, para determinar –por ejemplo- si la persona ha mantenido una versión consistente a lo largo del proceso, si han existido variaciones sustanciales y si éstas podrían tener alguna justificación.  Precisamente sobre este último punto, debe decirse que puede ocurrir que algunas veces las manifestaciones que se plasman en una denuncia no reflejen con exactitud las palabras de la víctima, sino más bien el criterio o interpretación que de ellas hace la persona que realiza su transcripción. Lo anterior, naturalmente, puede ser aclarado por el mismo denunciante durante el juicio si las partes realizan un interrogatorio adecuado, permitiendo así al órgano sentenciador despejar las posibles dudas que tuviere al respecto y, en caso de que procesa, otorgarle o no credibilidad al deponente. Sin embargo, es un error generalizar este tipo de situaciones y partir de la premisa que en todas las causas –sin excepción- las
denuncias no reflejan con fidelidad la narración de los hechos que la víctima hizo
ante el Ministerio Público. Ello debe ser ponderado en cada caso concreto. Y más
importante aún, no debe perderse de vista que las manifestaciones de la víctima que se plasman en las denuncias muchas veces constituyen la base sobre la cual el
Ministerio Público construye la acusación contra el imputado. Es decir, muchas veces
los hechos relatados en la denuncia son los mismos que posteriormente describe en
la pieza acusatoria. De ahí no sólo el valor probatorio que el Código Procesal Penal
otorga a la denuncia, sino además la importancia que esto tiene para el ejercicio del derecho de defensa. Porque una cosa es que existan algunas discrepancias entre la denuncia y la declaración en juicio, que puedan atribuirse a que durante el
contradictorio se le dio la oportunidad a la víctima de referirse a los hechos con
mayor amplitud o se le hicieron preguntas que le permitieron extender su relato,
aclarar dudas, dar explicaciones o brindar una descripción más detallada de lo
sucedido; y otra cosa, muy diferente, es que en juicio la persona cambie
sustancialmente de versión, especialmente si no existe una justificación razonable de
este comportamiento. Para esta Cámara, en este tipo de casos sí es válido utilizar,
como uno de los parámetros para valorar la credibilidad del testimonio, las
variaciones sustanciales que presente con respecto a manifestaciones rendidas en
etapas anteriores del proceso. No puede pretenderse que en todos los casos que
esto ocurre, en forma “automática”deba prevalecer la versión que la persona brinda durante el contradictorio. En primer lugar, ello implicaría que el tribunal de juicio tenga que renunciar a la libertad probatoria y al análisis que impone la sana crítica racional para aplicar criterios de prueba tasada. En segundo lugar, constituye un contrasentido pretender que se descarte –incluso se “hagan invisibles”- las
manifestaciones consignadas en una denuncia, sólo porque se contraponen a lo que la persona dijo en juicio, pues precisamente esa prueba documental constituyó uno de los pilares de la imputación formulada contra el acusado. Si en el debate una víctima cambia sustancialmente su versión originaria, para poder dictar sentencia condenatoria el tribunal se vería obligado a modificar -en detrimento del debido proceso y el derecho de defensa- los hechos descritos en la pieza acusatoria, lo que se encuentra expresamente prohibido por el principio de correlación previsto en el artículo 365 del Código Procesal Penal. (...)”. 
.(…).”

	Número de resolución
	Res: 2022-00729 
	

	Fecha de resolución
	 12 de agosto de 2022.
	

	Texto completo
	https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-1107446
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	TEMA: 
- Posibilidad de valorar en delitos de incumplimiento de medidas de protección la aplicación de:
· Error de tipo o de prohibición directo o indirecto.
· Una causa de justificación.
· Inexigibilidad de otra conducta.


	Despacho
	Tribunal de Apelación de Sentencia Penal, Segundo Circuito Judicial de San Jose, Goicoechea.
	“(…)Respecto de una eventual vulneración de esa zona de restricción, se verifica que sobre tal aspecto se tiene el dicho del encartado [en el sentido de que Rosa Rocha le dijo que había quitado las medidas lo que él, por su nula escolaridad (pues no sabe leer ni escribir), creyó que podía hacerse] por lo que, al no haberse descartado por parte del tribunal de instancia que hubiere ocurrido de esa manera, existe otra gama de posibilidades técnicas y jurídicas que conllevarían a la misma conclusión recurrida y, por ende, aunque por otras vías, la decisión absolutoria se mantiene: i) pudo haber actuado bajo un error [de tipo o de prohibición (directo o indirecto, vencible o no)], pues la información la obtuvo de quien él consideró tenía facultad tanto para solicitar las medidas como para retirarlas; ii) ó, amparado en lo que él falsamente creyera, que era una causa de justificación como el consentimiento del derechohabiente (que excluye la responsabilidad y, por ende, impediría la condena) ó, iii) como lo contempló, en alguna medida, el a quo, se vio en la necesidad de aceptar a su pareja en su casa porque, a raíz de la pandemia, sus ingresos se redujeron y la
denunciante perdió el empleo, entonces esa era la única manera de ver por su hijo
pequeño y darles una vivienda, pues no tenía dinero para pagar otra, por lo que,
efectivamente, de no ser admisible lo anterior, hasta podría estar en un caso de
inexigibilidad de otra conducta desde que, en apariencia (porque no se descartó) la integridad, salud y vida de su hijo podía correr peligro si él no resolvía el tema de vivienda y alimentación. Aunque algunas de aquellas soluciones no excluyen la pena sino solo podrían atenuarla y nada de eso fue examinado a profundidad por el órgano de mérito, lo cierto es que la última posibilidad no completa la culpabilidad (o la excluye) de modo que a nada conduciría una remisión del asunto para nueva discusión de los demás temas. Adicionalmente, es de interés resaltar que en la valoración amplia que hizo el tribunal de instancia se consideró la declaración que rindió LXXX en juicio, ya debidamente advertido sobre sus derechos constitucionales, para concluir que su tesis era viable o por lo menos no había sido descartada [ni por el Ministerio Público ni por la ofendida (que no rindió declaración)]. Así queda evidenciado que las afirmaciones realizadas por el encartado en las distintas etapas procesales, no le han perjudicado y, por el contrario, han fortalecido la tesis defensiva en el sentido de que él no incumplió la medida de perturbar a la ofendida en el nuevo domicilio de ella, sino que solo permaneció en aquel que a él se le autorizó y fue RXXX quien, voluntariamente (no obligada ni acosada por LXXX) regresó al domicilio común, donde los problemas, aparentemente, cesaron.(…).”

	Número de resolución
	Res: 2022-01614. 
	

	Fecha de resolución
	 09 de noviembre de 2022.
	

	Texto completo
	
	


	TEMA: 
- Existe un impedimento legal para que un tribunal sentenciador valore al momento de imponer  la pena y analizar la procedencia de un beneficio de ejecución condicional, hechos que no constituyan delitos ni eventos que no fueron acusados, si se hace, viola el principio de correlación entre acusación y sentencia.


	Despacho
	Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de Guanacaste. 
	“(…) Efectivamente el artículo 71 del Código Penal, faculta valorar la personalidad del sujeto activo al momento de imponer la pena, sin embargo ello no autoriza al tribunal sentenciador para utilizar eventos que podrían constituir delitos que no se encuentran juzgados con anterioridad, bajo las garantías propias de un proceso penal democrático, así como tampoco lo faculta para analizar sucesos que no son parte de los hechos que constituyen el marco de la acusación. Los eventos sobre los cuales el a quo fundamenta esa “agresividad” del imputado, supuestamente acaecieron en fechas 25 y 27 de febrero del año 2022, y los hechos por los cuales resultó en este asunto condenado el imputado, ocurrieron en fecha 11 y 13 de marzo del presente año. Es decir, tal y como lo indica la defensa son eventos que no forman parte de la acusación formulada por el Ministerio Público. El análisis de la denegatoria del beneficio con base a esos eventos no acusados, conlleva una vulneración del principio de correlación entre acusación y sentencia contenida en el numeral 365 del Código Procesal Penal, en consecuencia lo procedente es anular el fallo impugnado únicamente en cuanto deniega el beneficio de ejecución condicional de la pena y ordenar el juicio de reenvío a efectos de que el mismo Tribunal con distinta integración valore, si es procedente o no conceder el beneficio solicitado. (…).”

	Número de resolución
	Res: 2022-00350. 
	

	Fecha de resolución
	 22 de agosto de 2022.
	

	Texto completo
	https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-1107338

	


